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Recursos

ReSOlUcIón de 16 de enero de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
contra la negativa del registrador de la 
propiedad n.º 8 de Madrid, a rectificar 
los linderos de una finca. («BOE» núm. 
58 de 8 de marzo de 2010.)

En el recurso interpuesto por doña A. 
M. R. B. contra la negativa del Registrador 
de la Propiedad de Madrid número 8 a 
rectificar los linderos de una finca.

HecHOS

I

Mediante instancia presentada el 14 
de abril de 2009, que tuvo entrada en el 
Registro de la Propiedad de Madrid nú-
mero 8 el 16 del mismo mes, se solicitaba 
la rectificación de errores materiales co-
metidos en la inscripción 1.ª de la finca 
registral número 2495, inscrita al folio 106 
del Libro 103 del Registro de la Propiedad 
número 8, como consecuencia de in-
exactitudes causadas por el título en lo 
relativo a los linderos norte y poniente, 
así como los que se originaron en la ins-
cripción décimo quinta por el cambio de 
nombre en el paraje, como consecuencia 

del título previo del transmitente sr. G. S., 
siguiendo la doctrina reiterada de la Di-
rección General de Registros y del Nota-
riado (entre otras resoluciones de 10 de 
septiembre de 2004 y la de 10 de marzo 
de 1978) respecto a las inexactitudes cau-
sadas por error en el título que establece 
«que si los errores padecidos en el título 
inscribible pueden ser comprobados ple-
namente a través de documentos autén-
ticos, que por su naturaleza sean inde-
pendientes de la voluntad de las partes 
(documentos que ponen de manifiesto la 
falta de armonía entre el registro y la rea-
lidad jurídica) bastará la extensión del 
asiento, a petición del interesado, con la 
presentación de los mismos y sin que sea 
necesario entonces acudir, a los procedi-
mientos legalmente establecidos. Con la 
solicitud se acompañaban los siguientes 
documento que aclaraban, a su entender, 
los errores producidos. En el caso de los 
linderos, aportaba escritura de venta ju-
dicial de la finca en cuestión de 20 de 
noviembre de 1844 a favor de don E. R. 
E. por anterior pertenencia a la Iglesia 
Parroquial de Vicálvaro. En ella aparece 
como descripción «Una tierra de trece 
fanegas en los Carriles que linda: Al 
oriente, con tierra de Pineda, mediodía 
con camino de la Torre a Mejorada, po-
niente con tierra del Conde de Tillí y norte 
con camino de la Barca». Como docu-
mento número 2 aportaba copia parcial 
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de la escritura de venta del anterior titular 
a doña V. M. en diciembre de 1851 en la 
que se describen en su totalidad los lin-
deros que la forman y con total coinci-
dencia con los expresados en la escritura 
de venta judicial. También se compro-
baba que el paraje era el de Carriles. 
Como documento tres se aportaba, co 
de 1860 por la que doña V. M. transmitió 
a don F. J. R., entre otras, esta finca. Aquí 
se cometía un error de transcripción ya 
que se producía una extraña síncopa 
entre la descripción del lindero oeste 
«Conde de Tilli», con el lindero norte 
«Camino de la Barca»; generando la des-
cripción de un lindero oeste «Tierra del 
Conde de Villignote, camino de la Barca». 
Se agregaba por tanto la palabra norte a 
Tillí para dar como resultado «Villignote» 
desapareciendo la referencia del límite 
norte al total del lindero «camino de la 
Barca». Como documento cuarto se apor-
taba copia parcial de la escritura de 30 de 
julio de 1861 por la que don F. J. R. trans-
mite a don M. S. L. la finca, conservando 
la misma descripción que en la anterior 
escritura. De esta escritura se tomó razón 
en la Contaduría de Hipotecas, en el Re-
gistro Corriente de Transmisiones de Pro-
piedades en término de Vicálvaro al folio 
cuarenta y siete, en fecha 24 de agosto  
de 1861, lo que indicaba que la finca 
desde esa fecha, se hallaba inscrita en el 
Registro de la Propiedad. Como docu-
mento quinto se aportaba copia parcial 
de la escritura de partición de bienes que-
dados al fallecimiento de don M. S. L. y 
su esposa doña C. G., protocolizada en 
fecha 20 de octubre de 1886, título que 
aunque se hallaba inscrito en la Conta-
duría de Hipotecas desde agosto de 1861, 
como señalaba el mismo título, tuvo ac-
ceso al Registro de Alcalá de Henares y 
produjo la primera inscripción el 23 de 
abril  de 1887 a favor del hijo de los cau-
santes don F. L. G., omitiéndose el nombre 
de camino de la Barca en la descripción 
que se hacía en los linderos y conser-
vando el mismo error en la descripción 
del lindero poniente al referir Conde de 

Villignote, cuando lo que procedía era 
Conde de Tillí. Con respecto al paraje se 
aportaba como documento número 6 tí-
tulo de adquisición de don M. G.–S. I. 
 de 26 de mayo de 1950, que señalaba 
que el error se produjo en esta escritura 
al decirse que la finca se hallaba situada 
en los Cerillos y dio lugar al error en la 
inscripción décimo quinta, cuando esta 
se transmite a don A. R. P., cuando lo que 
procedía es que el paraje era el de Ca-
rriles. A mayor abundamiento y a los 
efectos de disipar dudas en cuanto a la 
posible identificación de los linderos co-
lindantes a la finca 2495 que según ex-
pone se corresponde con la parcela 923 
de la Hoja Kilométrica, señala que en la 
fecha de que datan las escrituras que se 
adjuntaban se indicaba que la parcela 
colindante por el oeste correspondía al 
Conde de Tillí, siendo cierto que en aque-
llas fechas el propietario de la parcela 921 
fue el citado Conde y que así lo refería la 
finca registral 1177. Que esta parcela,  
la 921 era colindante con la 923 por el 
lindero sureste y que la finca del Conde 
de Tillí también lindaba con la parc- 
la 922, es decir con la registral 2599. 
Igualmente en cuanto al lindero este, 
oriente o saliente señalaba que igual-
mente quedaba acreditada su colindancia 
con la parcela 924 de la Hoja Kilométrica 
y que dio lugar a las fincas registra- 
les 4419 y 314 por entender que la ins-
cripción primera de la que aparecía como 
titular doña T. F. procedía de la escritura 
otorgada el 31 de diciembre de 1851 ante 
el Notario don Ángel Carrillo por la que 
el Conde de Pineda transmitió diversas 
fincas a don G. F. y don A. O., entre ellas 
la 314. Por escritura de partición de he-
rencia al fallecimiento de la esposa de 
don G. H., se adjudicaron al mismo don 
G. y a sus hijas C. y T. las fincas proce-
dentes de la compra realizada al Conde 
de Pineda reflejándose en la primera ins-
cripción de la finca 314 únicamente la 
dote inestimada de doña T. F. antes de que 
contrajera matrimonio con don J. M. y no 
la adjudicación por herencia materna. 
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Por último, en cuanto a los linderos norte 
y Mediodía, no hacía ningún comentario 
al considerarlo innecesario por ser dos 
linderos naturales. Por todo lo expuesto 
solicitaba la subsanación de la descrip-
ción de la finca 2495, debiendo de mo-
dificarse el paraje por el de los Carriles 
así como el lindero norte por camino de 
la barca y el lindero poniente por el de 
Conde de Tillí.

II

Dicha solicitud tuvo su entrada el día 16 
de abril del presente año dando lugar al 
asiento de presentación número 1032 del 
diario 153 siendo objeto de calificación 
por el Registrador en los siguientes tér-
minos:

«Primero.–Con fecha 14 de septiembre 
de 2006 fue presentada en este Registro 
bajo el numero 844/144 por la misma 
firmante que la ahora calificada, otra ins-
tancia solicitando el mismo extremo, que 
fue denegado por la titular de este Re-
gistro, Doña María Esperanza García-
Reyes Cuevas y la del Registro 42 de Ma-
drid, doña María Luisa Irurzun Ipiens, por 
las causas allí citadas, si bien en la pre-
sente los puntos 1.–y 2.–de la calificación 
están cumplidos, no así el número 3 que 
literalmente dice así «3.º No acompa-
ñarse el título inscrito ni certificación ad-
ministrativa por lo que no se considera 
suficientemente acreditado el hecho en 
el que basar la expresada rectificación, 
existiendo duda fundada sobre la iden-
tidad de la finca. En el presente caso la 
rectificación solicitada supondrá, como 
se ha expresado anteriormente la ubica-
ción de la parcela en un polígono y par-
cela incorrectos». Segundo.–Con fecha 
30 de enero de 2009 se presentó en este 
Registro bajo el numero 2025/152 escri-
tura de donación otorgada el quince de 
enero del año dos mil nueve, para el pro-
tocolo del notario don Miguel Navarro 
Tárrega, en la que además de la dona-
ción, que se inscribió, se solicitaba la 
misma rectificación de la descripción de 

la finca que conlleva su traslado al Re-
gistro de la Propiedad número 42 de Ma-
drid, extremo que fue nuevamente dene-
gado por la titular del Registro según los 
fundamentos de derecho que constaron 
en esa nota de calificación y cuyo conte-
nido literal es el siguiente: 2.º Funda-
mentos de derecho.–Vistos todos los an-
tecedentes que obran en este Registro de 
la Propiedad se observa que en caso de 
accederse a las modificaciones indicadas 
en la precedente escritura, se produciría 
duda fundada acerca de la identidad de 
la finca. La rectificación, según se recoge 
en la propia escritura, tiene como objeto 
final el traslado de la finca a otro Registro 
de la Propiedad –el número 42 de Ma-
drid– para su inclusión en los ámbitos 
Ahijones y Cañaveral, actualmente en 
desarrollo urbanístico.–Con base en lo 
establecido en los artículos 1.3 de la Ley 
Hipotecaria, 217 y 218 de la Ley Hipote-
caria, no es posible aceptar la rectifica-
ción solicitada por no resultar claramente 
la ubicación de la finca registral, una vez 
procedido a alterar los linderos que, 
según los interesados, no coinciden con 
la actual descripción. Se establece que, 
dada la trascendencia de la modificación 
pretendida, el procedimiento que debe 
utilizarse en este caso es el de traslado de 
su distrito hipotecario a otro diferente con 
arreglo a lo establecido en el artículo 3 
del Reglamento Hipotecario, con todos 
los requisitos que en el mismo se 
recogen.–En base a todo lo expresado, se 
ha practicado la donación precedente y 
se deniega la rectificación ulterior como 
consecuencia de todo lo recogido ante-
riormente.» Tercero.–De la calificación 
negativa referida en el punto precedente, 
la firmante de la instancia que nos ocupa, 
como titular registral de la finca 2495 tras 
la donación inscrita, solicitó nueva cali-
ficación del Registrador Sustituto, que por 
turno correspondió al titular del Registro 
de Rivas Vaciamadrid, don Juan Bautista 
Fuentes López el cual ratificó íntegra-
mente y mantuvo la calificación practi-
cada por las anteriores alegando como 
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fundamento jurídico el artículo 53.8 de 
la Ley 13 de 1996 de 30 de diciembre. 
Cuarto.–Por todo lo expuesto anterior-
mente ratifico y reitero las calificaciones 
de los precedentes Registradores, dene-
gando la rectificación solicitada. Dado 
que la modificación solicitada implica el 
traslado de la finca a la demarcación del 
Registro de la Propiedad número 42 de 
Madrid, de conformidad con el artículo 3 
del Reglamento Hipotecario el interesado 
podrá recurrir a la DGRN la cual, con los 
informes de las personas o Entidades que 
estime necesarios, resolverá lo proce-
dente. Madrid 20 de abril de 2009.–El 
Registrador.–Firma ilegible.–Fdo. Antonio 
Javier Tornel García. Se acompaña sello 
del Registro.»

III

Notificada la calificación con fecha 21 
de abril la interesada presentó recurso 
gubernativo en virtud de escrito de 18 de 
mayo que tuvo entrada en el Registro de 
la Propiedad número 8 con fecha 20 de 
mayo, en base a las siguientes alega-
ciones. Tras reiterar los argumentos ante-
riormente recogidos en el apartado I an-
terior, argumentaba que como quiera que 
el Registro de la Propiedad en su califica-
ción, no se limitaba a denegar la solicitud 
sino que extendía la misma a otras reali-
zadas con anterioridad, entendía nece-
sario hacer constar que la denegación 
que se realizó en el año 2006 se hizo 
sobre una solicitud a la que se adjuntaba 
Acta de manifestaciones realizada por el 
entonces propietario sr. R. junto con la 
documentación que constaba en la ins-
tancia, ante el descubrimiento del error 
que existía en la inscripción de su finca 
una vez que la entonces Comisión ges-
tora del ámbito urbanístico «Asociación 
Ahijones-Junco Redondo al que perte-
necía dicha finca y a través de un informe 
del Registro de la Propiedad número 42 
tratara de excluirle del ámbito. Que lo 
mas sorprendente de la denegación fuera 
la duda sobre la identidad de la finca, no 
solo porque no se trataba de una nueva 

inmatriculación, sino de una subsanación 
que de producirse conferiría a su propie-
tario los derechos que le pertenecen y 
que ahora se le niegan y que por ello 
cuando se presento el 30 de enero 
de 2009 la escritura de donación por la 
que el Sr. R. transmite a sus hijos la finca, 
solicitando la misma rectificación, pero 
aportando en ese momento ya el título 
inscrito que dio lugar a los meritados 
errores, se deniega exclusivamente por la 
duda fundada sobre la identidad de la 
finca. Que era preciso señalar que desde 
que don A. R. adquirió la finca en 1970 
ostentó la posesión incluso con actos de 
labranza, teniendo reconocida su titula-
ridad a efectos catastrales, primero en 
rústica y luego en urbana, desde 1976 a 
la actualidad, habiéndose personado en 
todos los expedientes expropiatorios que 
han afectado a la finca declarándose la 
litigiosidad de la misma. Que el Regis-
trador no solo se extralimitó al emitir un 
informe a petición de la Junta de Com-
pensación del ámbito urbanístico en el 
que se encontraba la finca, sino que 
otorgó preferencia a los datos a los datos 
catastrales frente a los registrales, olvi-
dándose del principio general de legiti-
mación y de prioridad de las inscripciones 
en el Registro de la Propiedad, que esta-
blecen los artículos 38 y 17 de la Ley 
Hipotecaria invocando al efecto la STS 
Sala 1.ª de 26 de enero de 2000 que afir-
maba que «... el principio registral de la 
prioridad en el tiempo supone, lisa y lla-
namente, que el derecho inscrito ante-
riores preferente respecto al posterior y 
que» a efectos de prioridad, la fecha de 
la inscripción es la del asiento de presen-
tación del documento correspondiente 
según preconizan los artículos 24 y 25 
de la Ley Hipotecaria». Que debía recor-
darse igualmente que el artículo 2.2  
RDL 1/2004, de 5 de marzo insinuaba la 
preeminencia de la inscripción registral 
frente a la catastral, preferencia que tam-
bién latía en el artículo 9.4 del mismo 
texto legal al analizar la controversia 
entre la titularidad registral y catastral de 
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una finca, cuando no existía coincidencia 
en la persona del propietario del in-
mueble, inclinándose la norma por tomar 
como referencia la del Registro de la pro-
piedad. Que no debía de olvidarse la na-
turaleza fiscal del Catastro así como su 
carácter de registro administrativo de in-
ferior valor al Registro de la Propiedad, 
como se desprende del artículo 3.2 de la 
Ley de Expropiación Forzosa de 16 de 
diciembre de 1954, al indicar a la Admi-
nistración que tiene que acudir, a los 
efectos de identificar al titular de los 
bienes a expropiar, a los registros pú-
blicos cuyos asientos solo puedan ser 
modificados en vía judicial (como ocurre 
con los Registros de la Propiedad) y solo, 
en ausencia de inmatriculación o inscrip-
ción del bien, atender con carácter suple-
torio a registros de naturaleza fiscal como 
el Catastro. Que había que tener en 
cuenta igualmente la afirmación jurispru-
dencial (STS 30 septiembre de 1994) en 
el sentido de que la inclusión de un in-
mueble en un Catastro Amillaramiento o 
Registro Fiscal, no pasaba de constituir 
un indicio de que el objeto descrito podía 
pertenecer a quien figuraba como titular 
de él pero que no podía por sí sola cons-
tituir un justificante de dominio ya que tal 
tesis conduciría a convertir los órganos 
administrativos encargados de ese re-
gistro en definidores del derecho de pro-
piedad y haría inútil la existencia de los 
tribunales de justicia. Que el que exista 
error en la descripción de los linderos, no 
implica que la finca deje de existir ni que 
por tanto no se encuentre ubicada donde 
corresponda y esa inexactitud que se ha 
pretendido corregir había dado lugar a las 
calificaciones denegatorias cuyo motivo 
desconocía y que por otro lado otorgaban 
prioridad a un título en perjuicio de otro 
cuando el de la finca registral de su pro-
piedad accedió con anterioridad al re-
gistro de la propiedad, dado que la finca 
2495 se inmatriculó por primera vez en 
el año 1861 mientras que la del otro pro-
pietario la registral 2626 se inmatriculó 
en el año 1862. Que el Registrador, sin 

tener en cuenta la petición, basaba su 
denegación por el traslado que se produ-
ciría a la demarcación del Registro de la 
Propiedad número 42, alegando duda 
fundada sobre la identidad de la finca, es 
decir, que centraba la cuestión en la exis-
tencia de una posible doble inmatricula-
ción de la misma finca, negándose a la 
rectificación solicitada. Que se había de-
mostrado que existía inexactitud registral 
que afectaba a datos de mero hecho que 
constaban equivocados y que el titular de 
la finca estaba legitimado para solicitar su 
rectificación, invocando al efecto la Re-
solución de 1 de junio de 2006. Que de 
acuerdo con esta resolución y de otras 
como la de 28 de diciembre de 2006 y 
25 de marzo de 1985, entre otras, el Re-
gistrador no podía en el ejercicio de su 
función calificadora actuar de oficio y 
abstenerse de practicar asiento alguno, 
sino que debía de despachar el titulo pre-
sentado ya que de oficio no podía apre-
ciar la existencia de una doble inmatricu-
lación una vez que la finca se ha inscrito 
en el Registro ya que la orden de que se 
extienda nota suficiente que exprese la 
doble inmatriculación corresponde úni-
camente a la Autoridad judicial en el pro-
cedimiento adecuado. Que el único ob-
jeto de la mencionada instancia era la 
rectificación de los errores materiales 
constatados y si con ello debía de produ-
cirse un traslado al Registro de la Pro-
piedad número 42 a este habría de tras-
ladarse de acuerdo con el artículo 484 
del Reglamento Hipotecario.

IV

El Registrador de la Propiedad número 8 
de Madrid informó en el sentido de que 
la rectificación solicitada implicaba el 
traslado de la finca a la demarcación del 
Registro de la Propiedad número 42 de 
Madrid, traslado que se había solicitado 
y rechazado con anterioridad como 
constaba en el expediente que se remitía 
e este Centro Directivo, y por lo que se 
entendía de aplicación el procedimiento 
del artículo 3 del Reglamento Hipote-
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cario como ya se hizo constar en la nota 
de calificación recurrida de 20 de abril 
de 2009 en cuyo contenido integro se 
ratificaba. En la documentación apor-
tada se incluía el informe que en su día 
fue emitido por las Registradoras Titu-
lares entonces de los Registros números 8 
y 42 de Madrid que concluía en el sen-
tido de que a su juicio la finca registral 
número 2495 del Registro de la Pro-
piedad número 8 no se correspondía 
con la parcela catastral número 84 del 
polígono 6 de Vicálvaro y parte de la 83 
y todo ello en base a los siguientes argu-
mentos. 1.º Que los sucesivos titulares 
registrales de la finca 2626 del Registro 
número 42 eran exactamente los mismos 
que figuraban como titulares catastrales 
de la parcela 358 del polígono 4 (des-
pués parcela 84 del polígono 6) inte-
rrumpiéndose en Cía de Seguros Polares. 2.º 
Que los sucesivos titulares registrales de 
la finca 2495 del Registro número 8 no 
se correspondían en absoluto con los 
titulares catastrales de la parcela 358 del 
polígono 4 (después parcela 84 del po-
lígono 6) hasta que don A. R. la catas-
trara a su nombre. 3.º Que la finca ca-
tastral 84 del polígono 6 coincide solo 
en cuanto a dos linderos (Sur y Suroeste) 
con la finca registral 2495 del Registro 
número 8 y no coincide en absoluto con 
el Paraje. 4.º Que en cambio la citada 
finca catastral sí coincide en todos sus 
linderos y en el paraje con la finca regis-
tral 2626 del Registro número 42. Las 
dos se describen al sitio de Las Peñuelas, 
lindando al norte y este, J. M. (parcela 
catastral 924 y registral 314) al Sur, ca-
mino de Vallecas a Mejorada; y al oeste 
F. M. R. (parcela catastral 922 y regis- 
tral 2599) y J. D. C. (parcela catastral 921 
y registral 1177). 5.º Que por tanto no 
existe ninguna relación entre las dos 
fincas registrales: la 2495 del Registro 
número 8 y la 626 del Registro núme- 
ro 42. Hacían la observación de que don 
A. R. compró la finca 2495 en el  
año 1971 a don M. G.–S. I., padre de 
don M. G-S. S. S. y que este último ad-

quirió la finca 2626 por compra a L. R. O. 
en 1974. Por todo lo expuesto se trataba 
de fincas con descripciones y tractos ab-
solutamente diferentes lo que corrobo-
raba la inexistencia de doble inmatricu-
lación.

fUndAMentOS de deRecHO

Vistos los artículos 1, 38, 40, 217  
y 218 de la Ley Hipotecaria, 53 de la 
Ley 3/1996, de 30 de diciembre de Me-
didas Fiscales Administrativas y de Orden 
Social, 2.2 de la Ley del Catastro Inmobi-
liario de 5 de marzo de 2004, 3, 51 y 313 
del Reglamento Hipotecario y Resolu-
ciones de 29 de diciembre de 1992, 8 de 
mayo de 1999, 10 de septiembre  
de 2004, 11 de enero y 1 de junio de 
2006 y 13 de octubre de 2009.

1. El caso que se plantea es el de 
dilucidar si, mediante una instancia pri-
vada, acompañada de determinados do-
cumentos que se describirán, es posible 
cambiar los linderos que figuran como 
parte de la descripción de una finca. En 
el supuesto concreto, además, de inscri-
birse la finca con la nueva descripción, 
resultaría la consecuencia de que la 
misma habría de ser trasladada a un Re-
gistro colindante, donde, posiblemente, 
se produciría una doble inmatriculación, 
que, además se vería agravada por ha-
llarse la finca sujeta a un procedimiento 
de equidistribución.

2. Primeramente, conviene recordar 
que la finca constituye la entidad básica 
del sistema inmobiliario español, y si 
bien los datos físicos, en el siglo XIX se 
basaban exclusivamente en declaraciones 
de los interesados, hoy día nuestra ley 
procura una perfecta identificación de las 
fincas y su coordinación con el Catastro. 
La descripción de las fincas en los títulos 
inscribibles, en un sistema registral de 
folio real, es por tanto elemento esencial 
tanto de identificación de la fincas como 
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de permanente actualización de tal des-
cripción.

3. El Registrador en su calificación 
plantea la cuestión como un supuesto de 
traslado de la finca a otro Registro de la 
Propiedad y no como un supuesto de 
rectificación de la descripción obrante en 
el Registro cuya calificación negativa da 
derecho a la interesada a interponer los 
recursos que marcan la Ley, es decir, que 
resalta el resultado final que traería la 
modificación de linderos solicitada. Sin 
embargo, debe entrarse en el problema 
de si está justificada la modificación que 
se solicita, para, en caso afirmativo, en-
trar en la cuestión del traslado consi-
guiente.

4. Se plantea entonces en este re-
curso la posibilidad de rectificar el Re-
gistro en caso de inexactitud sin nece-
sidad de acudir a los procedimientos 
legalmente establecidos en el artículo 40 
de la Ley Hipotecaria como reclama la 
recurrente. Dicha posibilidad ha sido 
reconocida por este centro directivo en 
relación con aquellos supuestos en que 
es posible comprobar plenamente los 
errores producidos en los títulos me-
diante documentos auténticos que por 
su naturaleza sean independientes de la 
voluntad de las partes bastando en tal 
caso la solicitud de rectificación presen-
tando los títulos presentados (ver Reso-
luciones citadas en los «Vistos»). Sin 
embargo tal procedimiento no es posible 
aplicarlo al caso que nos ocupa, ya que 
la documentación aportada no prueba 
fehacientemente que se haya incurrido 
en error. Se pretende la rectificación de 
unos linderos que constan en la inscrip-
ción de la finca, la cual está fechada en 
1887, aportando para ello un título otor-
gado en 1844, cuya descripción no co-
incide con la inscrita. Además de ello, 
resulta que, mediante inscripciones pos-
teriores, el paraje donde se encuentra la 
finca, figura como «Los Carrillos», en 
lugar de «Los Carriles», como resulta de 
la primera inscripción (ha de hacerse 

notar que las inscripciones, en aquella 
época, como es sabido, se hacían ma-
nuscritas y la caligrafía utilizada en la 
época hacía posible confusiones del tipo 
de la que se señala), pero el cambio de 
denominación del paraje introduce una 
nueva confusión en un tema ya de por sí 
suficientemente confuso.

5. Por si tales supuestos no fueran 
suficientes, el Registrador tiene dudas 
fundadas sobre que la finca resultante 
del cambio de descripción sea la misma 
que la registral que se pretende recti-
ficar; y a esta conclusión llegaron tam-
bién los informes que se aportan, y que 
en su día emitieron las registradoras de 
los Registros 8 y 42 de Madrid (donde se 
encuentran inscritas las fincas) para 
llegar a la conclusión de que son dos 
fincas totalmente distintas, por ser total-
mente diferentes sus descripciones y 
tracto. Además de todo ello, el artículo 53 
de la Ley 13/1996 de 30 de diciembre 
establece en su número 8 que, cuando 
se produzcan dudas en la identidad será 
necesaria una certificación catastral des-
criptiva y gráfica de la finca de la que 
resulte que entre la descripción de dicha 
finca contenida en la certificación y la 
que conste en el Registro pueda dedu-
cirse la identidad de la finca, no habién-
dose aportado en el presente supuesto 
tal certificación.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos 325 y 328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 16 de enero de 2010.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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ReSOlUcIón de 18 de enero de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
por el notario de Burgos, don J. Julio 
Romeo Maza, contra la negativa de la 
registradora de la propiedad de Torrela-
guna, a inscribir una escritura de acep-
tación y adjudicación de herencia. («BOE» 
núm. 58 de 8 de marzo de 2010.)

En el recurso interpuesto por el No-
tario de Burgos, don J. Julio Romeo Maza, 
contra la negativa de la Registradora de la 
Propiedad de Torrelaguna, doña Esther 
Ramos Alcázar, a inscribir una escritura 
de aceptación y adjudicación de he-
rencia.

HecHOS

I

Mediante escritura autorizada el 1 de 
julio de 2008 por el Notario de Burgos, 
don J. Julio Romeo Maza, se formalizó 
la aceptación y partición de la herencia 
de don P. R. A., quien en su último 
testamento, otorgado el 22 de octubre 
de 2001 ante el Notario de Madrid, don 
Félix Pastor Ridruejo y por lo que interesa 
a este expediente, a la vez que nombró 
heredera a su hermana doña M. C. R.A., 
sustituida, en caso de premoriencia, por 
la Fundación P. R., «en proceso de cons-
titución», dispuso los siguientes legados: 
«... B) A favor de la Fundación P. R…, en 
constitución. La restante mitad de las ac-
ciones y participaciones que posea. La 
casa y finca en Navalafuente (Madrid), 
llamada sitio del Blancar. La biblioteca 
que posee en su domicilio de Madrid y 
en su consulta. Y los planes de pensiones 
y cuentas corrientes que posea. ...F) A 
favor de la Iglesia Católica: Los fondos de 
inversión que tenga suscritos...».

En la citada escritura de aceptación y 
partición de herencia, la heredera hizo 

constar respecto de la «Fundación P. R..., 
en constitución», que la misma «no se 
llegó a constituir y, en su consecuencia, 
el legado es nulo por ser la legataria per-
sona inexistente». Y, en relación con el 
legado ordenado en favor de la Iglesia 
Católica, que «dada la imprecisión de la 
persona jurídica a que se refiere el le-
gado, interpretando la voluntad presunta 
del testador, ha decidido concretar dicha 
persona jurídica legataria en la Archidió-
cesis de Burgos y, con su aceptación ex-
presa, ha acordado transformar el legado 
de metálico en el legado del pleno do-
minio de las fincas que se describirán 
bajo los números … [todas ellas sitas en 
término de Navalafuente (Partido Judicial 
de Torrelaguna), en una de las cuales, «al 
sitio de Blancar», se indicaba que existía 
un edificio compuesto de planta baja y 
dos altas, destinado a vivienda y aparca-
miento], para posibilitar a la heredera el 
pago del Impuesto de Sucesiones con el 
metálico existente en la herencia».

En la copia autorizada de la escritura 
calificada constan determinados sellos o 
etiquetas adhesivas, así como impresos 
relativos a la presentación para autoliqui-
dación del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones en Oficina tributaria de la 
Comunidad de Madrid.

II

La copia autorizada de la referida es-
critura se presentó en el Registro de la 
Propiedad de Torrelaguna, el día 5 de 
marzo de 2009; y fue objeto de califica-
ción negativa que a continuación se 
transcribe: «… Fundamentos de De-
recho.

De dicha calificación resultan como 
causas impeditivas suspensivas/denega-
torias de la inscripción solicitada las si-
guientes:

1. La atribución que la heredera ins-
tituida realiza de las fincas 2 al 5 del in-
ventario, situadas en la demarcación de 
este Registro de la Propiedad de Torrela-
guna, a favor de la Archidiócesis de 
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Burgos y en el pretendido concepto de 
legado (en sustitución de los fondos de 
inversión que a la Iglesia Católica lego el 
testador según la cláusula primera de su 
testamento), ni puede reputarse como tal 
entrega de legado, ni puede reconocér-
sele el efecto jurídico de transmitir las 
fincas solicitadas a la Iglesia Católica (Ar-
chidiócesis de Burgos según la escritura 
calificada), por lo que no cabe acceder a 
su inscripción (cfr. artículo 18 L.H.)

2. No puede reputarse entrega de le-
gado, porque el legado dispuesto a favor 
de la Iglesia Católica lo es de unos fondos 
de inversión, y éstos, conforme al artícu- 
lo 882 Cc., los adquirió ya automática-
mente la legataria desde la muerte del 
testador. Lo que hay, realmente, es un 
posterior, independiente y extraparti-
cional negocio de permuta entre la here-
dera y la Archidiócesis de Burgos, por la 
que ésta transmite a aquélla los fondos de 
inversión que adquirió en virtud del le-
gado, y recibe en cambio ciertos inmue-
bles que la heredera –equivocadamente 
como se verá después– considera suyos. 
Y dicha independencia negocial com-
porta el cumplimiento de ciertos requi-
sitos que ahora no se observan (los pre-
venidos para la disposición por las enti-
dades religiosas de sus bienes), y 
presupone la justificación del previo 
pago, exención o no sujeción al impuesto 
de transmisiones patrimoniales por el ne-
gocio de permuta (cfr. artículo 254 LH), 
que tampoco se realiza.

3. Y la heredera no puede transmitir 
las fincas en cuestión a la Iglesia Cató-
lica –Archidiócesis de Burgos según la 
escritura–, por la sencilla razón de que 
tales fincas no pertenecen a la heredera, 
no forman parte integrante de su he-
rencia, sino que conforme al artícu- 
lo 882 Cc. y a los artículos 9 y 13 Ley de 
Fundaciones, ley 50/2002 de 26 de di-
ciembre, tales fincas corresponden: a) 
bien al patrimonio de una fundación ya 
existente (la sola afirmación realizada 
por la heredera en la escritura calificada, 

de que la persona jurídica destinataria 
de un legado no existe, no permite al 
registrador tener por cierta tal inexis-
tencia, máxime cuando ello puede acre-
ditarse fácilmente con certificación ne-
gativa del Registro de fundaciones (cfr. 
art 4 L Fundaciones); o b) bien al patri-
monio de una fundación mortis causa, 
en curso de constitución. En efecto, no 
puede admitirse, como alega ahora la 
heredera, que la no consumación del 
proceso fundacional al fallecimiento del 
causante deja sin efecto tal legado por 
inexistencia del legatario, refundiéndose 
los bienes legados en la masa heredi-
taria; antes al contrario, el propio legado 
dispuesto por el testador a favor de una 
fundación en curso de constitución por 
él mismo, no puede configurarse sino 
como una ratificación de su voluntad 
fundacional (a la que acompaña además 
la pertinente dotación de bienes y dere-
chos) y, conforme al artículo 9.4 Ley de 
Fundaciones, Ley 50/2002, de 26 de di-
ciembre, en tales hipótesis lo que pro-
cede es que los propios herederos testa-
mentarios procedan a concluir ese pro-
ceso fundacional; y si estos incumplieren 
tal obligación –como ocurre en el caso 
considerado– será el Protectorado, 
previa autorización judicial, quien com-
plete tal proceso o, si éste fuere impo-
sible, dé a los bienes legados el destino 
previsto en el artículo 33 Ley de Funda-
ciones.

4. No se acredita el pago, exención 
o no sujeción al impuesto de sucesiones 
al no constar nota de presentación de la 
escritura en Oficina Liquidadora compe-
tente, y no resultar de los impresos de 
autoliquidación que se acompañan la re-
lación de bienes a que se refiere dicha 
autoliquidación (artículo 254 LH).

Contra la presente nota de suspensión 
podrá...

Torrelaguna, a 23 de marzo de 
2009.–La Registradora.–Fdo. M.ª Esther 
Ramos Alcázar.–Firma ilegible».
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III

Solicitada calificación sustitutoria, fue 
emitida el 19 de mayo de 2009 por la 
Registradora de la Propiedad de Leganés 
(Registro número 2), doña Carmen de 
Grado Sanz, confirmando la calificación 
negativa inicial en todos sus extremos y 
con argumentos análogos.

IV

El Notario autorizante de la escritura 
interpuso recurso contra la calificación 
inicial, que fue presentado en el Registro 
de la Propiedad de Burgos número tres el 
9 de junio de 2009, alegando, en síntesis 
lo siguiente:

1. En lo relativo a la existencia o no 
de la fundación legataria, se discrepa de 
la postura mantenida en las dos notas de 
calificación, estimando que ambas opi-
niones, respetables, en ningún caso po-
dían producir el efecto de denegar la 
inscripción, ya que básicamente lo que 
subyacía era un problema de interpreta-
ción del testamento que, al no existir con-
tienda judicial, sólo puede corresponder 
a la heredera y, en su caso, a los perjudi-
cados por tal interpretación. Además, 
acompaña al escrito de recurso, por tes-
timonio, certificaciones negativas de la 
existencia de la Fundación expedidas por 
el Registro de Fundaciones de la Comu-
nidad de Madrid (último domicilio del 
causante) y por la Subdirección General 
de Promoción de Industrias Culturales y 
de Fundaciones y Mecenazgo, del Minis-
terio de Cultura.

2. En el testamento que sirve de base 
a la partición, el testador dice, sin más, 
que ordena un legado a favor de una 
fundación en constitución, de modo que 
si la voluntad del testador hubiera sido 
constituirla, habría determinado en el 
testamento los elementos necesarios 
para dicha constitución. La fundación es 
inexistente, tal y como se prueba con los 
documentos que se acompañan al es-
crito de interposición del recurso y ha-
bría de tenerse en cuenta, además, el 

hecho de que el testamento se hubiera 
otorgado en octubre de 2001 y el falle-
cimiento del testador hubiera acaecido 
en el año 2008 sin comenzar el proceso 
de constitución de la fundación, por lo 
que la inactividad del testador supone 
falta de persistencia en el primer propó-
sito de constituir una fundación. En 
apoyo de esta postura cabe citar la sen-
tencia del Tribunal Supremo de 6 de di-
ciembre de 1952.

3. En cuanto a la imposibilidad de 
que heredera y legataria, antes de la 
aceptación del legado –sic–, acuerden 
transformar dicho legado de cosas ciertas 
y determinadas, propiedad del testador, 
en otro legado de cosas ciertas y determi-
nadas, también propiedad del testador, 
debe estimarse que es posible que sin 
dicho acuerdo previo la legataria no hu-
biera aceptado el legado, y sin aceptarlo 
no se daría el resultado derivado del ar-
tículo 882 del Código Civil, ya que una 
vez aceptado dicho legado y después de 
la transformación, es entonces cuando se 
da el supuesto previsto en el citado ar-
tículo, añadiendo que tal acuerdo entre 
heredera y legataria era posible al am-
paro de los artículos 315, 322 y 1255 del 
Código Civil.

4. En lo relativo a los obstáculos de 
naturaleza fiscal, debe citarse el conte-
nido de la Resolución de 5 de febrero  
de 2008, y en los Registros se presentó la 
copia autentica de la escritura acompa-
ñada de la autoliquidación en la Oficina 
de Hacienda de la Comunidad de Ma-
drid, que es la única que tiene la compe-
tencia para la interpretación fiscal de los 
contratos en su jurisdicción –sic–.

V

Mediante escrito de 12 de junio de 
2009, la Registradora de la Propiedad 
elevó el expediente a este centro direc-
tivo (con registro de entrada el día 17 del 
mismo mes).
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fUndAMentOS de deRecHO

Vistos los artículos 35 a 39, 667, 675, 
715, 739,743, 767, 773, 786, 792, 793, 
882, 911 y 1284 del Código Civil; 322 y 
siguientes y 254 de la Ley Hipotecaria; 4, 
8, 9, 10, 13, 33, 35, 36 y 37 de la Ley 
50/2002, de 26 de diciembre, de Funda-
ciones; 1, 5, 7 y 8 de la Ley 1/1998, de 2 
de marzo, de Fundaciones de la Comu-
nidad de Madrid; el Real Decreto 
1611/2007, de 7 de diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento del Registro de 
fundaciones de competencia estatal; ar-
tículo 33 de la Ley 29/1987, de 18 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones; artículo 54 del Real De-
creto Legislativo 1/1993, de 24 de sep-
tiembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurí-
dicos Documentados; artículo 100 del 
Real Decreto 1629/1991, de 8 de no-
viembre, por el que se aprueba el Regla-
mento del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones; artículos 122 y 123 del Real 
Decreto 828/1995, de 29 de mayo, por el 
que se aprueba el Reglamento del Im-
puesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados; las Sen-
tencias del Tribunal Supremo de 9 de 
junio y 6 de diciembre de 1952, 3 de abril 
de 1965, 12 de febrero de 1966, 29 de 
enero de 1985, 6 de abril de 1992, 29 de 
diciembre de 1997 y 23 de junio de 1998, 
18 de octubre de 2001 y 24 de mayo  
de 2002; y las Resoluciones de esta Di-
rección General de 25 de marzo de 1952, 
15 de julio de 1971, 1 de diciembre de 
1984, 25 de septiembre y 21 de octubre 
de 1987, 26 de noviembre de 1998, 10 
de junio de 2000, 11 de enero de 2001, 
5 de enero y 27 de septiembre de 2002, 
13 de octubre de 2005, 21 de mayo y 6 de 
junio de 2007, 24 y 31 de enero y 5  
de febrero de 2008 y 13 de marzo y 27 de 
mayo de 2009.

1. En el supuesto del presente recurso 
son relevantes los siguientes hechos:

A) Mediante testamento otorgado el 
22 de octubre de 2001 el causante 
nombró heredera a su hermana, susti-
tuida, en caso de premoriencia, por «la 
Fundación P. R…, en proceso de consti-
tución»; dispuso, entre otros, un legado 
de determinados inmuebles, así como 
otros bienes y derechos en favor de dicha 
fundación «… en constitución»; y legó 
«A favor de la Iglesia Católica: Los fondos 
de inversión que tenga suscritos...».

B) El testador falleció el 14 de febrero 
de 2008; y el 1 de julio de 2008 se for-
malizó la aceptación y partición de la 
herencia mediante escritura otorgada por 
la heredera, el cónyuge viudo, determi-
nadas personas como legatarios y el re-
presentante de la Archidiócesis de Burgos. 
En esta escritura la heredera hizo constar 
respecto de la «Fundación P. R…, en 
constitución» que la misma no se llegó a 
constituir y, en consecuencia, el legado 
era nulo por ser la legataria persona 
inexistente. Y añadió, en relación con el 
legado ordenado en favor de la Iglesia 
Católica, que dada la imprecisión de la 
persona jurídica a que se refería el legado 
e interpretando la voluntad presunta del 
testador, decidía concretar dicha persona 
jurídica en la Archidiócesis de Burgos y, 
con aceptación expresa de ésta, trans-
formar el legado de metálico en el legado 
en pleno dominio de cuatro de las fincas 
inventariadas que habían sido objeto del 
legado ordenado en favor de la referida 
fundación.

C) La Registradora de la Propiedad 
suspendió la inscripción alegando, en 
esencia, las siguientes razones:

a) El legado dispuesto en favor de la 
Iglesia Católica tiene por objeto unos 
fondos de inversión y éstos, conforme al 
artículo 882 del Código Civil, los adquirió 
ya automáticamente la legataria desde la 
muerte del testador, de modo que lo que 
contiene la escritura calificada es un pos-
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terior, independiente y extraparticional 
negocio de permuta entre la heredera y 
la Archidiócesis de Burgos, por la que 
ésta transmite a aquélla los fondos de 
inversión que adquirió en virtud del le-
gado, recibiendo a cambio ciertos inmue-
bles que la heredera considera suyos, lo 
que comporta la obligación de la lega-
taria de cumplir ciertos requisitos que no 
se observan en la escritura (los preve-
nidos para la disposición de bienes de las 
entidades religiosas, así como los rela-
tivos a la justificación del pago, exención 
o no sujeción de tal negocio al Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales).

b) La heredera no puede transmitir 
los referidos inmuebles a la Iglesia Cató-
lica –Archidiócesis de Burgos, según la 
escritura–, porque tales fincas no forman 
parte integrante del haber hereditario de 
aquélla, sino que, conforme a los ar-
tículos 882 del Código Civil y 9 y 13 de 
la Ley de Fundaciones de 26 de diciembre 
de 2002, tales fincas corresponden, bien 
al patrimonio de una fundación ya exis-
tente (sin que la sola afirmación realizada 
por heredera sobre la inexistencia de la 
persona jurídica destinataria del legado 
permita a la Registradora tener por cierta 
tal inexistencia, cuando ello puede acre-
ditarse fácilmente con certificación nega-
tiva del Registro de fundaciones); o bien 
al patrimonio de una fundación mortis 
causa, en proceso de constitución, que 
habrá de concluir la heredera y, de in-
cumplir ésta tal obligación, el Protecto-
rado, previa autorización judicial.

c) No se acredita el pago, exención 
o no sujeción al Impuesto de Sucesiones 
al no constar nota de presentación de la 
escritura en Oficina Liquidadora compe-
tente, y no resultar de los impresos de 
autoliquidación que se acompañan la re-
lación de bienes a que se refiere dicha 
autoliquidación.

2. Como cuestión de índole procedi-
mental, debe abordarse el valor que 
hayan de tener, en este trámite, las dos 

certificaciones sobre la inexistencia de 
inscripción de la referida fundación en 
los Registros de Fundaciones de la Comu-
nidad de Madrid y del Ministerio de Cul-
tura, que se aportan con el escrito de re-
curso.

Sobre esta cuestión existe una cons-
tante e inequívoca doctrina de esta Direc-
ción General en el sentido de que el re-
curso debe limitarse a las cuestiones que 
se relacionen directa e inmediatamente 
con la calificación del Registrador, de-
biéndose rechazar toda pretensión ba-
sada en documentos no presentados en 
tiempo y forma (cfr. el artículo 326 de la 
Ley Hipotecaria), entendiéndose por tales 
(vide la Resolución de 15 de julio  
de 1971) «los que pudieron ser exami-
nados por el funcionario calificador antes 
de extender la correspondiente nota».

Como tiene también declarado este 
centro directivo (cfr. la Resolución de 10 
de junio de 2000), para resolver el re-
curso han de tenerse en cuenta los docu-
mentos presentados dentro del plazo re-
glamentario de calificación, toda vez que 
el recurso no es el procedimiento ade-
cuado para subsanar los defectos expre-
sados en la calificación que lo motiva. 
Además, no es misión de este centro di-
rectivo calificar los títulos presentados 
(algo que es función del Registrador com-
petente), por lo que, aun estando en tra-
mitación el recurso, los posibles docu-
mentos complementarios habrían de 
aportarse, en su caso, ante el Registro que 
puso de manifiesto el defecto correspon-
diente, a fin de que sean calificados, si-
guiendo el recurso su tramitación en 
tanto que el recurrente no desista del 
mismo.

La consecuencia que se sigue de lo 
anterior es que esta Dirección General no 
puede tener en cuenta las dos certifica-
ciones administrativas referidas a la hora 
de resolver en el presente expediente.

3. Por lo que se refiere a las cues-
tiones de fondo planteadas, la relativa a 
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la eficacia o ineficacia del legado que el 
causante ordenó en su testamento en 
favor de determinada fundación es, sin 
duda, la determinante de la suerte final 
de este recurso.

En efecto, debe determinarse si, al or-
denar el legado a favor de la referida fun-
dación «en constitución» o «en proceso 
de constitución», según se expresa en el 
testamento, puede interpretarse que el 
testador sólo quería favorecer a una per-
sona jurídica cuyo proceso de nacimiento 
pretendía concluir él mismo, de modo 
que de no llegar a completarse dicho pro-
ceso antes de su fallecimiento, habría de 
entenderse como disposición en favor de 
una persona inexistente, como alega el 
recurrente (según el cual, la inactividad 
del testador supone falta de persistencia 
en el primer propósito de constituir una 
fundación); o, por el contrario, como 
opone la Registradora, aunque se acredi-
tara –en la forma que admite en su califi-
cación– que se trata de una fundación 
inexistente, ha de estimarse que con 
dicho legado el testador manifiesta su vo-
luntad de crear una fundación y de dis-
poner de los bienes integrantes de la do-
tación, de modo que las personas encar-
gadas de ejecutar dicha disposición de 
última voluntad deberán completar el 
proceso fundacional.

Para dilucidar correctamente esta cues-
tión es necesario interpretar adecuada-
mente la voluntad del causante plasmada 
en el testamento, tarea hermenéutica que 
no está exenta de dificultades en su-
puestos como el presente, a falta de una 
mayor precisión de la disposición testa-
mentaria. En esa labor interpretativa ha 
de tenerse en cuenta:

a) Que la voluntad del testador es la 
ley de la sucesión (cfr. artículos 667 y 675 
del Código Civil).

b) Que, en congruencia con la natu-
raleza del testamento como acto formal y 
completo una vez otorgado, ha de ser 
determinante la voluntad pretérita del tes-

tador, su voluntad en el momento de 
otorgar la disposición, por lo que la 
simple alteración sobrevenida de circuns-
tancias tiene su adecuado tratamiento en 
la revocabilidad esencial del testamento 
(cfr. artículo 739 del Código Civil) y en la 
posibilidad de otorgamiento de una 
nueva disposición testamentaria.

c) Que, ciertamente, en el testa-
mento no se expresa que la disposición 
esté ligada al hecho –que sería eventual-
mente determinante- de que el proceso 
fundacional se hubiera ultimado por el 
testador. No obstante, a la hora de inter-
pretar su verdadera voluntad no debe 
descartarse que ésta presupusiera, para la 
eficacia del legado, la existencia de dicha 
circunstancia –la conclusión del referido 
proceso fundacional antes del falleci-
miento del testador– que después no llega 
a existir, y esa voluntad debería preva-
lecer de conformidad con el criterio in-
terpretativo en sede de testamentos reco-
gido en los artículos 675 y 767 del Có-
digo Civil. No constituye óbice alguno la 
referencia que tales preceptos hacen al 
propio testamento como base de la inter-
pretación, pues, según la reiterada doc-
trina del Tribunal Supremo, dicha inter-
pretación ha de hacerse con un criterio 
subjetivista, porque aunque tenga un 
punto de partida basado en las declara-
ciones contenidas en el documento testa-
mentario, su finalidad primordial es la de 
investigar la voluntad real del testador, 
tratando de armonizar en lo posible las 
distintas cláusulas de aquél, empleando 
unitariamente las reglas de hermenéu-
tica, e incluso haciendo uso, con las de-
bidas precauciones, de los llamados me-
dios de prueba extrínsecos, o circunstan-
cias exteriores o finalistas a la disposición 
de última voluntad que se interpreta (cfr. 
las sentencias de 3 de abril de 1965, 12 
de febrero de 1966, 29 de enero de 1985, 
6 de abril de 1992, 29 de diciembre de 
1997, 23 de junio de 1998 y 24 de mayo 
de 2002, entre otras citadas en ellas). Al 
apreciar la eficacia o ineficacia de la dis-
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posición no debe valorarse la voluntad 
ulterior de mantener el legado por parte 
del causante (y por ello no siempre puede 
ser concluyente la mera inactividad del 
testador que no revoca la disposición 
–piénsese, por ejemplo, en la imposibi-
lidad de revocarlo por incapacidad so-
brevenida, circunstancia ésta que, por 
otra parte, podría haber sido la causa de 
que el proceso de constitución de la fun-
dación beneficiada no hubiera con-
cluido–), pero nada impide que de la in-
terpretación de la real voluntas testatoris 
del momento en que otorgó el testamento 
pudiera concluirse, con los medios her-
menéuticos mencionados, que el de cuius 
no habría ordenado el legado de haber 
sabido que la fundación no quedaría 
constituida antes de su fallecimiento, si 
bien tal hipótesis sólo puede ser apre-
ciada judicialmente, en procedimiento 
contradictorio, con una fase probatoria 
que no cabe en el ámbito del recurso 
contra la calificación registral.

d) Que debe prevalecer mientras 
tanto la interpretación favorable a la efi-
cacia del legado, en congruencia con el 
principio de conservación de las disposi-
ciones de última voluntad que late en 
diversas normas del Código Civil (cfr., por 
ejemplo, el propio artículo 767, y los ar-
tículos 715, 743, 773, 786, 792, 793, así 
como, «ex analogía», el 1284).

e) Que, avanzando en la interpreta-
ción de la disposición «mortis causa» ob-
jeto de debate, es lógico entender que en 
un testamento autorizado por Notario las 
palabras que se emplean en la redacción 
de aquél tienen el significado técnico que 
les asigna el ordenamiento, puesto que 
preocupación del Notario debe ser que la 
redacción se ajuste a la voluntad del tes-
tador, en estilo preciso y observando la 
propiedad en el lenguaje (cfr., por todas, 
la Resoluciones de este centro directivo 
de 25 de septiembre de 1987 y 27 de 
mayo de 2009). Debería entenderse, por 
consiguiente, que, al disponer el legado 
en favor de una determinada fundación 

cuyo nombre se especifica y de la que se 
añade que está «en constitución» o «en 
proceso de constitución», el testador no 
se limita a manifestar su voluntad de cons-
tituir la fundación y dotarla con los bienes 
legados (supuesto contemplado en el ar-
tículo 9.4 de la Ley 50/2002, de 26 de 
diciembre, de Fundaciones) sino que se 
está refiriendo a una fundación cuya es-
critura de constitución ya ha sido otor-
gada, aunque no inscrita en el Registro de 
Fundaciones al tiempo del otorgamiento 
del testamento (cfr. artículo 13 de dicha 
Ley de Fundaciones). Por otra parte, debe 
tenerse en cuenta que, según expresa la 
Registradora, para tener la fundación 
como inexistente no es suficiente la sola 
manifestación de la heredera sobre tal ex-
tremo en la escritura calificada; y en este 
punto debe ser confirmada la calificación 
impugnada, sin que –como ya ha que-
dado expuesto– puedan tomarse en con-
sideración en este expediente las certifi-
caciones sobre la falta de inscripción de 
la fundación en los dos referidos Registros 
administrativos que han sido aportadas 
junto al escrito del presente recurso. Por 
ello, tampoco debe prejuzgarse sobre la 
forma de acreditar la inexistencia de la 
fundación a la que alude la nota de cali-
ficación, ni decidir en el estrecho marco 
de este expediente sobre las consecuen-
cias que se derivarían del eventual hecho 
de que no se hubiera inscrito la fundación 
a pesar de haber transcurrido más de seis 
años entre el otorgamiento del testamento 
y el fallecimiento del testador (baste 
apuntar que el artículo 13 de la Ley de 
Fundaciones se limita a establecer la obli-
gación de los Patronos de inscribir la es-
critura fundacional, con la consiguiente 
previsión de cese de los mismos y su res-
ponsabilidad por el incumplimiento, sin 
que nada se disponga sobre las conse-
cuencias que la falta de inscripción haya 
de tener respecto de la fundación en for-
mación).

f) Que, sin embargo, no puede con-
firmarse el criterio de la Registradora en 
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los términos expresados en la nota im-
pugnada en cuanto considera que, de no 
haberse constituido la fundación, la única 
interpretación posible de la disposición 
testamentaria debatida conduce a la con-
sideración de la misma como expresión 
de la voluntad fundacional con la obliga-
ción por parte de los herederos testamen-
tarios de concluir el proceso fundacional 
y, por incumplimiento de éstos, con la 
competencia del Protectorado para com-
pletar dicho proceso, con base en lo es-
tablecido en el artículo 9.4 de la Ley de 
Fundaciones. Frente a este criterio, debe 
entenderse que ésta no es la única inter-
pretación posible, pues, faltando la de-
claración explícita del testador acerca de 
su simple voluntad de crear la fundación 
con los bienes que destina para ello (que 
es la hipótesis contemplada por dicha 
norma para encomendar a los herederos 
o, en su defecto, al Protectorado en en-
cargo de completar el proceso funda-
cional), no puede descartarse que, por las 
razones anteriormente expresadas, se 
trate más bien de una disposición que 
haya de quedar ineficaz por ordenarse en 
favor de una persona que resulta inexis-
tente por la inactividad del propio tes-
tador, sin que se haya expresado una de-
claración de voluntad de constituir en el 
futuro la fundación que contenga ele-
mentos tan esenciales como el fin o los 
fines fundacionales –necesariamente de 
interés general– que constituirían la causa 
y determinarían la adscripción a un Pro-
tectorado concreto. Cuestión distinta es 
que, aun cuando en principio –y a falta 
de albacea designado–, compete al here-
dero la interpretación del testamento 
como sucesor y encargado de ejecutar la 
voluntad del testador (cfr. artículo 911 y 
la Resolución de 13 de octubre de 2005), 
deba entenderse que no pueda por sí 
mismo declarar ineficaz dicha disposi-
ción, sino que en el presente caso es ne-
cesaria la correspondiente resolución 
judicial declarativa, habida cuenta de las 
circunstancias que han de valorarse y de 
los posibles intereses en juego.

4. Resuelta la cuestión precedente, 
resulta innecesario detenerse en la rela-
tiva al acuerdo contenido en la escritura 
entre la heredera y la Archidiócesis de 
Burgos para modificar el objeto del le-
gado ordenado por el testador a favor de 
la «Iglesia Católica», sin que quepa entrar 
en la correlación que se hace entre la 
designación de esta entidad religiosa y la 
determinación de aquélla Archidiócesis, 
pues no se plantea en la nota de califica-
ción. La solución que se ha dado en el 
anterior fundamento de derecho a la 
cuestión relativa al legado ordenado en 
favor de la fundación lleva a confirmar la 
calificación de la Registradora respecto 
del extremo ahora tratado, toda vez que 
los bienes legados a dicha fundación, 
mientras no se declare la ineficacia del 
legado, están sustraídos a la disponibi-
lidad de la heredera (cfr. artículo 882 del 
Código Civil) y mal pueden servir de con-
traprestación para el negocio extraparti-
cional que, como acertadamente lo cali-
fica la nota recurrida, se concertó entre 
aquélla y el representante de la citada 
Archidiócesis (sustituyendo un legado de 
cosa determinada por otro de igual ca-
rácter).

5. Por último y respecto de las obje-
ciones de índole fiscal que se plantean en 
la calificación, debe tenerse en cuenta 
que la escritura calificada se ha presen-
tado a autoliquidación ante la Adminis-
tración Tributaria competente; y respecto 
de las obligaciones que la legislación tri-
butaria establece para los Registradores 
de la Propiedad en el proceso de inscrip-
ción cabe recordar que es doctrina reite-
rada de este centro directivo que, si bien 
el artículo 254 de la Ley Hipotecaria im-
pone al Registrador el deber de com-
probar el pago de los impuestos que de-
vengue todo acto que pretenda su acceso 
al Registro, como requisito previo para la 
práctica del asiento, tal deber queda 
cumplido si el documento presentado 
contiene nota firmada por el Liquidador 
del impuesto que acredite su pago, pres-
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cripción o exención, o nota al pie del tí-
tulo expresiva de la presentación de la 
autoliquidación correspondiente (no pu-
diendo en tal hipótesis suspender la ins-
cripción so pretexto de error o deficiencia 
de la liquidación practicada), sin per-
juicio de que el Registrador, si lo estima 
procedente, pueda poner en conoci-
miento de las autoridades fiscales lo que 
considere oportuno. Esta solución per-
mite la adecuada composición de los in-
tereses en juego; y, concretamente, los de 
la Hacienda Pública, mediante el sumi-
nistro a la misma de los elementos nece-
sarios para la exacción del impuesto y la 
nota que el Registrador habrá de extender 
al margen de la inscripción del bien de 
que se trate para hacer constar la afección 
de éste al pago de la correspondiente li-
quidación tributaria –cfr. artículos 100 
del Reglamento del Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones y 122.3 del Regla-
mento del Impuesto de Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados– (cfr., por todas, las Resolu-
ciones de 21 de octubre de 1987, 11 de 

enero de 2001, 5 de enero y 27 de sep-
tiembre de 2002, 31 de enero y 5 de fe-
brero de 2008 y 13 de marzo de 2009).

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar parcialmente el recurso, úni-
camente en los términos que resultan de 
los precedentes fundamentos de De-
recho, y estimarlo respecto del último 
defecto expresado en la calificación rela-
tivo a la falta de cumplimiento de requi-
sitos impuestos por la legislación fiscal.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos 325 y 328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 18 de enero de 2010.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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